ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / MEDIO DE CONTROL DE REPARACIÓN DIRECTA - Reconocimiento de perjuicios por lesiones ocasionados a conscripto / DEFECTO FÁCTICO - Indebida valoración del acta de la junta médico laboral / ACTA DE JUNTA MÉDICO LABORAL - Tiene el valor suficiente para acreditar los perjuicios derivados de la disminución de capacidad laboral / PERJUICIOS MATERIALES POR LUCRO CESANTE CAUSADOS A CONSCRIPTOS - Derivados de la pérdida de capacidad laboral / VULNERACIÓN DEL DERECHO AL DEBIDO PROCESO

[P]ara la Sala, la Sección Tercera de manera uniforme, ha reconocido la indemnización de perjuicios materiales por concepto de lucro cesante, al encontrar que el daño sufrido por el conscripto produjo una pérdida determinada en su capacidad laboral y fue justo con el Acta de la Junta Médica Laboral que se demostró la ocurrencia de ese daño que tiene como consecuencia una limitación para desarrollar una actividad productiva distinta a la militar. Además, esta Sección en asuntos similares al que ahora se examina ha considerado que el Acta de la Junta Médico Laboral tiene validez probatoria, pues desde antaño ha sostenido que el acta de la junta médico laboral, por medio de la cual la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional fija el porcentaje de disminución de la capacidad laboral, «tiene el valor suficiente para acreditar los perjuicios» (…) Por consiguiente, el Tribuna demandado incurrió en defecto fáctico al desconocer las reglas establecidas por la Sección Tercera de esta Corporación y no darle al Acta antes mencionada la interpretación correspondiente, esto es, que la pérdida de la capacidad laboral determinada en dicho documento es un criterio que permite establecer que quien sufrió el daño no está en plenas condiciones para desempeñar cualquier tipo de actividad distinta a la militar, como si lo hubiera podido hacer antes de tener esa afectación

DESCONOCIMIENTO DEL PRECEDENTE - Inexistencia / APLICACIÓN DE TABLAS DE INDEMNIZACIÓN FIJADOS EN SENTENCIAS DE UNIFICACIÓN DEL CONSEJO DE ESTADO - En relación con reparación del daño moral y a la salud por lesiones / RECONOCIMIENTO DE PERJUICIOS MORALES Y DAÑO A LA SALUD - Teniendo en cuenta la gravedad o levedad de las lesiones y sus secuelas
[E]n cuanto a la inconformidad expuesta por el accionante en el sentido que el Tribunal demandado ordenó el reconocimiento por daño a la salud y daño moral en 11 SMLMV por cada concepto, y en su sentir esa es una suma inferior a lo que le correspondía que eran 20 SMLMV, de acuerdo con las tablas de indemnización fijadas en la sentencia de unificación de la Sección Tercera del Consejo de Estado de 28 de agosto de 2014, relacionada con esos perjuicios inmateriales (…)Para esta Sala la interpretación realizada por la autoridad judicial demandada no incurrió en desconocimiento del precedente judicial toda vez que aplicó una regla de proporcionalidad que no es arbitraria ni irracional frente al porcentaje de la lesión que sufrió el accionante, pues se hizo de acuerdo con los parámetros establecidos en las sentencias de unificación de la Sección Tercera de 28 de agosto de 2014, esto es, se valoró la gravedad y las secuelas de las lesión y con fundamento en ello se determinó el monto indemnizatorio, el cual se fijó de manera proporcional a la disminución de la capacidad laboral. En consecuencia, para la Sala, la autoridad judicial demandada hizo un análisis coherente y razonable para llegar a la decisión adoptada

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

Consejero ponente: ALBERTO YEPES BARREIRO

Bogotá, D.C., veintiuno (21) de noviembre de dos mil dieciocho (2018)

Radicación número: 11001-03-15-000-2018-03665 00(AC)
Actor: DANIEL MAURICIO FERNÁNDEZ ORTIZ
Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA - SECCIÓN TERCERA - SUBSECCIÓN A
Asunto: Fallo de primera instancia- Tutela contra providencia judicial 
Procede la Sala a resolver la acción de tutela formulada por el apoderado judicial del señor Daniel Mauricio Fernández Ortiz  en contra del Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera – Subsección “A”, de conformidad con el Decreto 2591 de 1991.
1. 
ANTECEDENTES

1.1. Solicitud

Mediante escrito radicado en la Secretaría General del Consejo de Estado el 5 de octubre de 2018, el señor  Daniel Mauricio Fernández Ortiz , actuando por medio de apoderado judicial, ejerció acción de tutela contra el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera – Subsección “A”, con el fin de que se proteja su derecho fundamental al debido proceso.
Tal derecho lo consideró vulnerado con la sentencia de 26 de julio de 2018 proferida por la referida autoridad judicial, dentro del proceso de reparación directa que adelantó contra la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional, con el radicado núm.11001-33-36-031-2015-00553 01, en la cual se revocó la sentencia proferida por el Juzgado Treinta y Uno (31) Administrativo Oral de Bogotá de 27 de octubre de 2016 y, en su lugar dispuso: i) Declarar administrativamente responsable a la entidad demandada por los daños y perjuicios causados al señor Fernández Ortiz durante la prestación de su servicio militar obligatorio; ii) Condenó al Ministerio de Defensa – Ejército Nacional a pagar al actor en calidad de víctima directa por concepto de daño moral y daño a la salud, la suma de 11 SMLMV por cada concepto y negó las demás pretensiones de la demanda.  

1.2 Hechos

El peticionario sustentó la solicitud de amparo en los siguientes hechos que, a juicio de la Sala, son relevantes para la decisión que se adoptará en esta sentencia:

· El señor Daniel Mauricio Fernández Ortiz se vinculó como soldado regular al Ejército Nacional, con un tiempo de conscripción de 18 a 24 meses. 
· A mediados del año 2013 el soldado regular presentó dolor lumbar muy fuerte, producto de las actividades físicas y arduos ejercicios a que son sometidos los soldados conscriptos durante la instrucción, lo cual le ocasionó un diagnóstico de lumbalgia mecánica crónica. 
· La Dirección de Sanidad del Ejército Nacional con el fin de determinar la incapacidad física y laboral del accionante, realizó el Acta de Junta Médica Laboral núm. 64.433 de 12 de noviembre de 2013, en donde fue valorado por el servicio de ortopedia y se determinó una incapacidad laboral definitiva del 10% y por lo tanto fue encontrado no apto para prestar el servicio militar.
· Por lo anterior, presentó demanda de reparación directa en contra de la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, con el fin de solicitar el reconocimiento de perjuicios morales, materiales (lucro cesante) y daño a la salud sufridos durante la permanencia en el Ejército Nacional. 
· El Juzgado Treinta y Uno Oral Administrativo de Bogotá en sentencia proferida el 27 de octubre de 2016, desestimó las súplicas de la demanda al considerar que las lesiones e incapacidad laboral diagnosticadas al actor no tenían ningún vínculo con la prestación del servicio militar obligatorio.

· Inconforme con la anterior decisión, la parte demandante interpuso el recurso de apelación y en sentencia de 26 de julio de 2018 el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera – Subsección “A” accedió parcialmente a las súplicas de la demanda y dispuso revocar el fallo recurrido y declaró la responsabilidad patrimonial de la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, por las lesiones sufridas en la columna durante la prestación del servicio militar. También se ordenó reconocer a título de daño moral y daño a la salud la suma de 11 SMLMV.

· La providencia antes referida negó el reconocimiento de perjuicios materiales por lucro cesante, con fundamento en que los soldados conscriptos no tienen derecho a ser indemnizados por ese rubro debido a que la incapacidad laboral diagnosticada por el Ejército Nacional no los afecta en su vida cotidiana y por tanto pueden trabajar normalmente.

· La anterior decisión se fundamentó en síntesis en las siguientes  razones:

“Del reconocimiento de la indemnización por lucro cesante.
[…]

Frente al reconocimiento de indemnización por perjuicio material derivado de las lesiones causadas a conscriptos, la Sala mayoritaria de esta Subsección ha considerado que la disminución de la capacidad laboral acreditada mediante Acta de Junta Médica Laboral, únicamente, determina, el grado de incapacidad para la actividad militar y no para actividades distintas a esta. Así, en un caso de contornos fácticos similares al presente, la Sala Mayoritaria consideró: 

[…] 

Aunque disiento de la postura de la sala mayoritaria en la medida que entiende que la incapacidad aludida en el acta de junta médica laboral no acredita que el demandante sufrió una afectación para desarrollar sus labores cotidianas o su vida civil productiva, pues en mi criterio, si bien existen otros medios de prueba con la virtualidad de acreditar la pérdida de la capacidad laboral, su ausencia en el expediente no es óbice para reconocer los perjuicios irrogados a una persona que en cumplimiento de un deber constitucional y legal vio reducida su capacidad física. 

[…]

Entonces, en mi criterio, no se explica como una persona que padece lumbalgia crónica, pueda desempeñar con normalidad actividades o labores distintas a las militares, como si por el hecho de finalizar el periodo de conscripción desapareciera la patología que durante este y con ocasión del mismo fue adquirida. 

[…]

Sin embargo, por la divergencia de criterio con la Sala mayoritaria, las ponencias que, en ocasiones anteriores, he presentado reconociendo indemnización por perjuicio material a los conscriptos que han acreditado una disminución de su capacidad laboral calificada por la Junta Médica Laboral como ocurrida en el servicio por causa y razón del mismo o como enfermedad profesional han sido derrotadas.

Entonces, aun cuando no comparto la postura mayoritaria, con el fin de efectivizar el postulado superior de pronta y cumplida administración de justicia, y los principios de celeridad y economía procesal, en la presente decisión, el ponente aplicará el criterio de la mayoría de integrantes de esta Corporación, pero dejará constancia de su disentimiento.

Así las cosas, como el único medio de prueba allegado al plenario es el Acta de Junta Médico Laboral que, a juicio de la Sala Mayoritaria, no acredita la configuración del perjuicio material en la modalidad de lucro cesante, pues no demuestra la mengua de la fuera laboral para la vida civil, esta Subsección despachará de forma negativa esta pretensión de la demanda. 

2.3.2. Del daño moral

[…]

Respecto de la indemnización por perjuicio moral el H. Consejo de Estado en sentencias de unificación ha aplicado un criterio de cercanía afectiva entre la víctima y quienes soliciten el reconocimiento de perjuicios, así como la intensidad del daño para tasar el valor de la indemnización.

Así, el máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo ha sostenido que en aquellos eventos en que el daño se presente en su mayor intensidad, el resarcimiento corresponderá a la suma equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes para el afectado directo y su cónyuge o compañero permanente y parientes dentro del primer grado de consanguinidad y para los parientes dentro del segundo grado de consanguinidad el 50% del porcentaje reconocido a favor de la víctima directa. 

[…]

A efectos de proceder a la tasación de la indemnización, resalta que el H. Consejo de Estado en sentencia de unificación del 28 de agosto de 2014, con ponencia de la Consejera Olga Mélida Valle de De la Hoz, señaló como referente en la liquidación del perjuicio moral, en tratándose de lesiones la gravedad o levedad de lesión padecida así: 
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[…]

Así las cosas, tomando en consideración que la Junta Médica Laboral de la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional le dictaminó a Daniel Mauricio Fernández Ortiz una mengua de la capacidad laboral equivalente  al 10%, y entendiendo que esta afectación permite a la Sala colegir la aflicción y congoja que sufrió el demandante al ver reducida su capacidad física, esta Corporación le reconocerá una indemnización por perjuicio moral equivalente a once (11) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

2.3.3. Daño a la salud

[…]

Sobre la tasación del daño a la salud, la Sala mayoritaria ha sostenido un entendimiento similar al efectuado en relación con el perjuicio moral, esto es, que el concepto de la Junta Médico Militar, en si mismo, no es indicativo de que el demandante presente una alteración en sus funciones que justifique el pago de la máxima indemnización por este perjuicio. Dicho de otro modo, a juicio de la Sala mayoritaria, el derrotero establecido en la sentencia de unificación del 28 de agosto de 2014, debe ser aplicado atendiendo criterios de proporcionalidad. […]

En consecuencia de lo expuesto, como con el Acta de Junta Médico Laboral No. 64.433 de 12 de noviembre de 2013, se acreditó que el demandante Fernández Ortiz sufrió una alteración de su capacidad física que redujo su fuerza laboral en un 10%, para la Sala se encuentra demostrada la causación del daño a la salud; razón por la cual, le reconocerá al accionante una indemnización equivalente a (11) salarios mínimos legales mensuales vigentes por este concepto.”

1.3. Fundamentos de la acción 

La parte actora afirmó que la autoridad judicial demandada vulneró su derecho fundamental al debido proceso, pues incurrió en defecto fáctico y en desconocimiento del precedente judicial por indebida valoración de una prueba médico-legal, esto es, el acta de la junta médico laboral.

Dijo que el principal argumento que tuvo el Tribunal para negar el reconocimiento económico por concepto de lucro cesante en favor del accionante es que como la postura del magistrado ponente ha sido derrotada en varias oportunidades por los demás miembros de la Sala, entonces se acoge la tesis restrictiva de que los soldados conscriptos que sufren lesiones de carácter permanente durante la prestación del servicio militar en el Ejército Nacional y, que implica que la pérdida o disminución de su fuerza laboral, en este caso 10%, no tienen derecho a esa indemnización porque la misma no les afecta una vez finalizan el servicio militar obligatorio.

Afirmó que la sentencia desconoció el contenido del acta de la junta médico laboral núm. 64.433 de 12 de noviembre de 2013 realizada por la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, en la cual se infiere que el señor Fernández Ortiz sufrió una lesión de carácter permanente e irreversible en su columna lumbar, así como una incapacidad parcial permanente equivalente al 10%, es decir, se acreditó la afectación física permanente y sobre todo que no podrá volver a trabajar y a desarrollar una actividad económica productiva en óptimas condiciones de salud. 

Agregó que no es acertado lo expuesto en la sentencia en el sentido que la parte actora no demostró con prueba idónea la pérdida de la capacidad laboral y el daño material sufrido por éste pues la documental incorporada al plenario (acta de junta médica laboral), es la que acredita la intensidad de las lesiones sufridas por los miembros de las Fuerzas Militares y por ende, establece el porcentaje de su disminución o pérdida de la capacidad laboral.

Exigir al demandante que aporte al proceso otra valoración médico – legal distinta a la que realizó la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional es re-victimizarlo, pues si es Tribunal en su tesis mayoritaria consideraba que fue mal valorado o que el porcentaje de la capacidad física y laboral no corresponde a la realidad o que la disminución física es irrelevante para trabajar, entonces debió exigir a la entidad pública demandada emitir un nuevo concepto.

Dijo que la tesis mayoritaria de la Subsección “A” del Tribunal Administrativo de Cundinamarca no puede hacer una interpretación restrictiva de las conclusiones del dictamen médico-legal, elaborado por médicos especialistas y cambiarlas por otro criterio para decir que la incapacidad laboral de la víctima no es grave y que puede trabajar normalmente. Precisamente, el daño material o lucro cesante lo que se indemniza no son las meras expectativas o posibilidades de recuperación, sino un daño cierto, real y cuantificable a partir del porcentaje de la pérdida o disminución de la fuerza de trabajo. 

Expresó que una vez se acredita la existencia de una lesión de carácter permanente y que la víctima sea de aquella que se encuentra en edad productiva, procede el reconocimiento de perjuicios materiales a título de lucro cesante, pues el daño futuro es cierto y cuantificable en la medida que la persona no puede volver a desarrollar labores en óptimas condiciones y por ende su ingreso económico se verá diezmado en proporción al porcentaje de su incapacidad laboral. 

Respecto al defecto por desconocimiento del precedente judicial, recalcó que lamenta que el magistrado ponente de la decisión demandada no haya insistido en la tesis de aplicar el reiterado precedente judicial del Consejo de Estado.

Dijo que la jurisdicción de lo contencioso administrativo ha venido haciendo grandes esfuerzos por unificar su jurisprudencia en torno al tema que le asiste a los miembros de las Fuerzas Militares para recibir una reparación integral del daño, cuando sufren lesiones físicas de carácter permanente y padecen algún grado de disminución o pérdida de su capacidad laboral. Dentro de esos daños indemnizables se encuentra el perjuicio material por lucre cesante. 

Arguyó que en la sentencia objeto de tutela se debió aplicar la reiterada jurisprudencia del Consejo de Estado y citó algunas providencias proferidas en acciones de tutela
 que se han referido a la validez probatoria del Acta de la Junta Médico Laboral para indemnizar el daño material. 

También se refirió a los pronunciamientos de la Sección Tercera del Consejo de Estado que se han referido a la validez probatoria del acta de junta médica laboral realizada por los organismos médico-legales del Ejército Nacional para cuantificar los daños materiales e inmateriales sufridos por los integrantes de la fuerza pública. Textualmente citó los siguientes:

· Sentencia de 11 de abril de 2016 (Soldados regulares que fueron secuestrados por las FARC y a quienes la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional a través del acta junta médica laboral les fijó las siguientes incapacidades laborales: 82.6%; 85.16%; 84.24%; 80%; 13%; 84.6%; 87.14%; 78.07%; 78.42; 75.18%; 29.96%; 85.38%; 34.22%; 40.94%; 81.9%; 84.6%; 87.22%; 80%; 90.21%; 78%; 13%; 23%; 82.1%; y 85.07% respectivamente).

· Sentencia de 12 de junio de 2014 (Soldado con incapacidad laboral del 96.03%)

· Sentencia de 27 de marzo de 2014 (Soldado con incapacidad laboral del 31.5%)

· Sentencia de 14 de mayo de 2014 (Soldado con incapacidad laboral del 100%)

· Sentencia de 20 de febrero de 2014 (Soldado con incapacidad laboral de 20.79%)

· Sentencia de 27 de septiembre de 2013 (soldado con incapacidad laboral del 54%)

· Sentencia de 25 de agosto de 2009 (Soldado con incapacidad laboral del 48%)

Manifestó que si bien es cierto la sentencia del Tribunal ordenó reconocer la indemnización por daño moral y a la salud sufrida por el demandante en 11 SMLMV por cada concepto, lo hizo por una suma inferior a la que realmente correspondía, comoquiera que desconoció las tablas de indemnización fijadas en las sentencias de unificación jurisprudencial proferidas por la Sección Tercera del Consejo de Estado el 28 de agosto de 2014, en los siguientes asuntos: Actor: Gonzalo Cuellar Penagos y Otros, demandado: Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, Expediente: 50001-23-15-000-1999-32601 (31172), C.P: Olga Mélida Valle de De la Hoz y Actor: Ana Rita Alarcón Vda. de Gutiérrez y otros, demandado: Municipio de Pereira, Expediente: 26.251, C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, relacionadas con la indemnización de los perjuicios inmateriales (daño moral y a la salud).

Afirmó que se desconoció el precedente judicial fijado en las sentencias antes mencionadas, toda vez que al accionante le correspondía una suma equivalente a 20 SMLMV por concepto de daño moral y 20 por daño a la salud. 

1.4. Pretensiones 

Presentó las siguientes:

“Solicito de manera respetuosa al honorable Consejo de Estado se revoque y/o deje sin efectos jurídicos la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera – Subsección “A” de fecha 26 de julio de 2018 dictada dentro del medio de control de Reparación Directa No. 1100133360312015-00553-01, y en su lugar, se ordene emitir una nueva decisión que se disponga lo siguiente:
(i) Se reconozca por daño moral en favor de Daniel Mauricio Fernández Ortiz una suma equivalente a VEINTE (20) SMLMV.

(ii) Se reconozca por daño a la salud en favor de Daniel Mauricio Fernández Ortiz una suma equivalente a VEINTE (20) SMLMV.

(iii) Se reconozcan y liquiden los perjuicios materiales por lucro cesante conforme a lo deprecado en las súplicas de la demanda.”
1.5 Trámite 

Por auto de 16 de octubre de 2018 se admitió la acción de tutela y se ordenó notificar a los magistrados del Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera – Subsección “A.
Se vinculó como terceros interesados al Juzgado Treinta y Uno Administrativo Oral de Bogotá [autoridad judicial que conoció en primera instancia del proceso de reparación directa] y a la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional [autoridades demandadas en el proceso ordinario] para que en el término de dos días ejercieran su derecho de defensa. Se reconoció personería a los abogados Horacio Perdomo Parada como principal y Germán Alfonso Rojas Sánchez como sustituto. 

1.6. Contestaciones 

1.6.1. Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera – Subsección “A”

Informó que en la sentencia acusada en la acción de tutela no hubo desconocimiento del precedente jurisprudencial ni omisión en la valoración probatoria, comoquiera que la Sala mayoritaria de decisión sí otorgó valor al Acta de la Junta Médico Laboral que determinó la disminución de la pérdida de la capacidad laboral del actor y con base en ello reconoció perjuicios de orden moral y por daño a la salud. 

No obstante, se consideró que el Acta de la Junta Médico Laboral no resultaba suficiente para acreditar los perjuicios materiales, teniendo en cuenta el principio de autonomía e independencia judicial, en virtud del cual, el juez natural goza de un amplio margen en la valoración probatoria conforme a las reglas de la sana crítica y en ese sentido, la interpretación realizada no constituye per se vulneración de derechos fundamentales.

1.6.2. Ministerio de Defensa Nacional

La Coordinadora del Grupo Contencioso Constitucional solicitó negar las pretensiones del actor en la presente acción de tutela, por cuanto no allegó el material probatorio idóneo y lo que pretende es subsanar los errores en los que incurrió en el proceso ordinario.

1.6.3. Juzgado Treinta y Uno Administrativo Oral del Circuito de Bogotá

Pese a que fue debidamente notificado guardó silencio. 

2. CONSIDERACIONES DE LA SALA

2.1. Competencia
Esta Sala es competente para conocer de la acción tutela instaurada por el señor Daniel Mauricio Fernández Ortiz, de conformidad con lo establecido en el Decreto 2591 de 1991, el Decreto 1069 de 2015, modificado por el Decreto 1983 de 2017 y el Acuerdo 55 de 2003 de la Sala Plena del Consejo de Estado.
2.2. Problema jurídico 

De acuerdo con los antecedentes, corresponde a la Sala establecer si, como lo afirma el demandante, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera – Subsección “A” vulneró su derecho fundamental al debido proceso, al proferir la sentencia de 26 de julio de 2018, que revocó la sentencia proferida por el Juzgado Treinta y Uno (31) Administrativo Oral de Bogotá de 27 de octubre de 2016 y en su lugar dispuso: i) Declarar administrativamente responsable a la entidad demandada por los daños y perjuicios causados al señor Fernández Ortiz durante la prestación de su servicio militar obligatorio; ii) Condenó al Ministerio de Defensa – Ejército Nacional a pagar al actor en calidad de víctima directa por concepto de daño moral y daño a la salud, la suma de 11 SMLMV y negó las demás pretensiones de la demanda de reparación directa instaurada contra la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional y si con ello incurrió en defecto fáctico y en desconocimiento del precedente judicial. 

Resolver el problema jurídico formulado supone previamente analizar la procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales y, en caso de que dicho examen se supere, determinar si la decisión censurada incurrió en los defectos antes mencionados.

2.3 Procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial

Esta Sección, mayoritariamente
, venía considerando que la acción de tutela contra providencia judicial era improcedente por dirigirse contra una decisión judicial. Solo en casos excepcionales se admitía su procedencia, eventos éstos que estaban relacionados con un vicio procesal ostensible y desproporcionado que lesionara el derecho de acceso a la administración de justicia en forma individual o en conexidad con el derecho de defensa y contradicción.

Sin embargo, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema
.

Así, después de un recuento de los criterios expuestos por cada Sección, decidió modificarlos y unificarlos para declarar expresamente en la parte resolutiva de la providencia, la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
.

Señaló la Sala Plena en el fallo en mención: 

“De lo que ha quedado reseñado se concluye que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente.”
 (Negrilla fuera de texto)
A partir de esa decisión de la Sala Plena, la Corporación debió modificar su criterio sobre la procedencia de la acción de tutela y, en consecuencia, estudiar las acciones de tutela que se presenten contra providencia judicial y analizar si ellas vulneran algún derecho fundamental, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento jurisprudencialmente como expresamente lo indica la decisión de unificación.

Sin embargo, fue importante precisar bajo qué parámetros procedería ese estudio, pues la sentencia de unificación simplemente se refirió a los “fijados hasta el momento jurisprudencialmente”.

Al efecto, en virtud de la sentencia de unificación  de 5 de agosto de 2014
, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, decidió adoptar los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005 para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial y reiteró que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 Constitucional y, por ende, el amparo frente a decisiones judiciales no puede ser ajeno a esas características. 
A partir de esa decisión, se dejó en claro que la acción de tutela se puede interponer contra decisiones de las Altas Cortes, específicamente, las del Consejo de Estado, autos o sentencias, que desconozcan derechos fundamentales, asunto que en cada caso deberá probarse y, en donde el actor tendrá la carga de argumentar las razones de la violación. 

En ese sentido, si bien la Corte Constitucional se ha referido en forma amplia
 a unos requisitos generales y otros específicos de procedencia de la acción de tutela, no ha distinguido con claridad cuáles dan origen a que se conceda o niegue el derecho al amparo -improcedencia sustantiva- y cuáles impiden analizar el fondo del asunto -improcedencia adjetiva-.

Huelga manifestar que esta acción constitucional no puede ser considerada como una “tercera instancia” que se emplee, por ejemplo, para revivir términos, interpretaciones o valoraciones probatorias que son propias del juez natural. 

2.4. Examen de los requisitos: Procedencia adjetiva

Para esta Sala está acreditado que la solicitud de amparo no se dirige a cuestionar una decisión producto de un proceso de tutela, con lo que se entiende superado el primero de los requisitos. 
De igual manera, en el presente asunto se cumple con el requisito de inmediatez, pues la acción de tutela pretende cuestionar el fallo proferido el 26 de julio de 2018, notificado por correo electrónico el 1° de agosto del mismo año y ejecutoriado el 6 de agosto siguiente y como la acción de tutela se presentó el 5 de octubre de 2018, es claro que se formuló dentro de un término que a juicio de la Sala resulta razonable.
Respecto a la subsidiariedad, encuentra la Sala que por ser la sentencia de 26 de julio 2016 de segunda instancia dictada dentro de un proceso de reparación directa, no existe medio de impugnación ordinario para controvertirla. 

Además, los argumentos presentados por la parte actora, no se ajustan a las causales taxativas consagradas en el ordenamiento jurídico para acudir al recurso extraordinario de revisión y tampoco resulta procedente, el recurso extraordinario de unificación de la jurisprudencia por cuanto no se satisface la cuantía exigida en el artículo 257 del CPACA, para su procedencia en procesos de reparación directa, pues de conformidad con el numeral 5°, la cuantía debe exceder de 450 SMLMV que para el presente año equivalen a la suma de $351.558.900 y en el caso particular del demandante, la cuantía de la condena equivale a $17.187.324.

Superados los requisitos adjetivos de procedencia de la tutela contra providencias judiciales, la Sala se adentrará en el examen de los reproches formulados.

2.5. Del defecto fáctico

La Sala recuerda que el defecto fáctico “se encuentra íntimamente relacionado con las anomalías que se presentan en el curso del proceso, frente a la actividad intelectual que realiza el juzgador en materia de decreto, práctica y valoración probatoria. Tiene asidero en la defensa de una de las tantas garantías que componen el derecho fundamental al debido proceso, como lo es el derecho de defensa y contradicción y la necesidad de que la decisión se funde en los hechos acreditados en el proceso”
.
Con sentencia de 12 de noviembre de 2015, la Sección Quinta del Consejo de Estado fijó ciertos parámetros de conformidad con los cuales “…en todos los eventos [en los que se alega la configuración del defecto fáctico] corresponde al solicitante indicar con mediana precisión el cargo que plantea y brindar al juez constitucional todos los elementos que acrediten, además de la configuración del defecto, su incidencia en la decisión judicial, pues el solo señalamiento o acreditación del primer elemento no resulta por sí solo suficiente para fundamentar el cargo. Ello, porque aun cuando se acepte que el fallador pudo equivocarse frente al discernimiento que hizo sobre las pruebas, si dicha circunstancia no constituye la causa eficiente del sentido de la decisión, no hay razón para afectar la indemnidad de la providencia, cuando hacerlo, no produciría ningún impacto en el ordenamiento jurídico”
.
En la misma providencia la Sala aclaró que al ser la tutela contra providencia judicial, un mecanismo de amparo restringido y excepcional, surge para la parte interesada el deber de asumir una carga argumentativa considerable para lograr la prosperidad de su cargo, comoquiera que cuando el recurso se utiliza para censurar el contenido de una decisión judicial, la cual goza de doble presunción de legalidad y acierto, básicamente se desconocen principios de alto valor para la comunidad en general, como el de la seguridad jurídica que se deriva de los artículos 1º, 2º, 4º, 5º y 6º de la Constitución Política y la cosa juzgada, los cuales en algún momento dieron certeza a la providencia cuestionada, que el asunto sometido a consideración del Estado había sido resuelto, no así ocurre con las tutelas que se dirigen contra otra autoridad.

Así pues, esta Sala de Decisión acogió el desarrollo jurisprudencial de la Corte Constitucional, según el cual el defecto fáctico puede presentarse cuando el juez: (i) omite decretar o practicar las pruebas que resultan indispensables para tomar una decisión, (ii) desconoce, de manera injustificada, el acervo probatorio determinante para identificar la veracidad de los hechos, (iii) valora de manera irracional o arbitraria las pruebas y, (iv) dicta sentencia con fundamento en pruebas obtenidas con violación al debido proceso.

De acuerdo con el criterio de la Sección Quinta, el segundo supuesto, se presenta cuando el juez omite considerar elementos probatorios que obran dentro del expediente, y que resultan decisivos para establecer la verdad sobre los hechos materia del proceso. 

Cuando se alega el desconocimiento es indispensable que la parte interesada: a) identifique los elementos probatorios que no fueron valorados por el juez, b) demuestre que los aportó en oportunidad legal y con el cumplimiento de las exigencias legales, c) argumente el por qué éstos resultaban relevantes para la decisión y; d) exponga las razones por las cuales, su análisis, hubiera podido variar el sentido del fallo.

El tercer supuesto supone una valoración probatoria manifiestamente equivocada o arbitraria y por ello, el valor demostrativo de la prueba se entiende alterado. 

Al momento de predicar su existencia, se impone que los accionantes indiquen con claridad a) cuál o cuáles han sido las pruebas objeto de una valoración indebida por parte del funcionario judicial y, b) por qué en cada caso, las consideraciones del juez se alejan de las reglas de la lógica, la experiencia y la sana critica, al punto de tornarse arbitrarias o si se quiere absurdas. 

2.6. Desconocimiento del precedente judicial

En relación con el significado de precedente y jurisprudencia esta Sección ha indicado que el primer concepto se refiere a “la regla de derecho determinante del sentido de la decisión y su contenido específico, es decir, la ratio decidendi, [la cual] (…) no está atada al número de decisiones, dado que solo basta una providencia en donde se especifique una regla o subregla de derecho” y el segundo, se asimila a la definición de doctrina probable “pero además, también se reserva para las providencias generadas solo por las Altas Corte u órganos de cierre en la jurisdicción”.

Además de lo anterior, estableció en razón de nuestra tradición y el carácter jerarquizado del sistema de administración judicial solo puede provenir de los órganos de cierre en las distintas jurisdicciones como una consecuencia de las funciones a ellos asignada por la Constitución y en razón del carácter del Estado Colombiano como una República Unitaria
.  

En ese sentido, si bien los jueces de inferior jerarquía al ejercer su función deben hacer interpretaciones que hagan compatible su decisión con los valores, principios y derechos que consagra la Constitución en razón del carácter normativo y vinculante de esta, ello no significa que estos, como sí sucede con los Altos Tribunales, tengan la facultad para crear interpretaciones vinculantes -sub reglas- que tengan la vocación de integrar el orden jurídico junto a la ley –en sentido formal-, es decir, normas en sentido material que, por tanto, generen el deber de garantizar su aplicación uniforme a efectos de preservar el principio de igualdad, garantizar la certeza –fin del derecho- y la seguridad jurídica, que permitan, por demás, mantener la coherencia en el ordenamiento. 

En otros términos, el precedente es obligatorio porque proviene de los Altos Tribunales u órganos de cierre en Alto Tribunal como para los jueces de inferior jerarquía, quienes conociendo el precedente vertical están obligados a su aplicación. 

El carácter vinculante de estas reglas o subreglas de derecho, encuentra su fundamento en la jerarquía del juez; las funciones asignadas a este por la norma superior y, por supuesto, en la salvaguardia de los principios a la igualdad y la seguridad jurídica, así como en la coherencia del ordenamiento jurídico
, pues no se puede aceptar que en aplicación de los principios de autonomía e independencia, se desconozca el carácter sistemático del texto constitucional que obliga a ponderar los principios en tensión, en donde la igualdad material y la certeza jurídica, cobran relevancia. 

En cuanto a las decisiones de los órganos del cierre en la jurisdicción ordinaria como en la contenciosa administrativa, es importante señalar que precisamente por su función de cierre, de intérprete final y de unificación, la ratio de sus decisiones se convierte en obligatoria y vinculante para los jueces de inferior jerarquía.  

En ese sentido, si el juez contencioso, por ejemplo, genera una regla de derecho - o subregla para la aplicación de la normativa contencioso-administrativa, esta será vinculante, pues solo así podrá garantizarse los principios de igualdad, seguridad jurídica y coherencia del ordenamiento jurídico.

No puede, en ese sentido, entenderse que los jueces jerárquicamente inferiores puedan válidamente apartarse del precedente generado por una Alta Corporación, por el solo hecho de motivar de forma razonada y suficiente su decisión, pues ello, generaría inseguridad y una violación directa del derecho a la igualdad. 

2.7. Caso concreto

El demandante considera que la autoridad judicial accionada vulneró su derecho fundamental al debido proceso, con ocasión de la sentencia proferida el 26 de julio de 2018, por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera – Subsección “A”, pues en su sentir, se configuró un defecto fáctico y un desconocimiento del precedente judicial fijado por el Consejo de Estado – Sección Tercera al por los siguientes dos aspectos:

i) Negar el reconocimiento de los perjuicios materiales por lucro cesante por la indebida valoración probatoria del Acta de la Junta médico Laboral; y

ii) Reconocer la indemnización por daño moral y a la salud en un monto de 11 SMLMV por cada concepto. 

En relación con el desconocimiento del precedente y el defecto fáctico por la indebida valoración del Acta de la Junta Médica Laboral, en el presente asunto, la parte actora alega, que la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera – Subsección “A” el 26 de julio de 2018, incurrió en los mencionados defectos, por la forma en la que valoró el Acta de la Junta Médico Laboral correspondiente al señor Daniel Mauricio Fernández Ortiz, pues no tuvo en cuenta que en ese documento se estableció el porcentaje de la pérdida de la capacidad laboral.
Además, la jurisprudencia de la Sección Tercera de esta Corporación le ha dado alcance probatorio al Acta de la Junta Médico Laboral y ha reconocido la indemnización de perjuicios materiales por concepto de lucro cesante a conscriptos en el servicio.

Pues bien, el examen del anterior reproche supone que en primera medida que esta Corporación estudie el contenido de la providencia atacada en cuanto a la negativa del reconocimiento de la indemnización por lucro cesante que fue el siguiente: 

“Frente al reconocimiento de indemnización por perjuicio material derivado de las lesiones causadas a conscriptos, la Sala mayoritaria de esta Subsección ha considerado que la disminución de la capacidad laboral acreditada mediante Acta de Junta Médica Laboral, únicamente, determina el grado de incapacidad para la actividad militar y no para actividades distintas a esta. 

Así las cosas, como el único medio de prueba allegado al plenario es el Acta de Junta Médico Laboral que, a juicio de la Sala Mayoritaria, no acredita la configuración del perjuicio material en la modalidad de lucro cesante, pues no demuestra la mengua de la fuerza laboral para la vida civil, esta Subsección despachará de forma negativa esta pretensión de la demanda.”

Ahora bien, en el escrito de tutela, tal y como ya se expuso, en relación con el tema objeto de debate el actor citó como desconocidas las siguientes providencias: 

· Sentencia de 11 de abril de 2016 (Soldados regulares que fueron secuestrados por las FARC y a quienes la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional a través del acta junta médica laboral les fijó las siguientes incapacidades laborales: 82.6%; 85.16%; 84.24%; 80%; 13%; 84.6%; 87.14%; 78.07%; 78.42; 75.18%; 29.96%; 85.38%; 34.22%; 40.94%; 81.9%; 84.6%; 87.22%; 80%; 90.21%; 78%; 13%; 23%; 82.1%; y 85.07% respectivamente).

· Sentencia de 12 de junio de 2014 (Soldado con incapacidad laboral del 96.03%)

· Sentencia de 27 de marzo de 2014 (Soldado con incapacidad laboral del 31.5%)

· Sentencia de 14 de mayo de 2014 (Soldado con incapacidad laboral del 100%)

· Sentencia de 20 de febrero de 2014 (Soldado con incapacidad laboral de 20.79%)

· Sentencia de 27 de septiembre de 2013 (soldado con incapacidad laboral del 54%)

· Sentencia de 25 de agosto de 2009 (Soldado con incapacidad laboral del 48%)

En efecto, en aquellos asuntos la Sección Tercera del Consejo de Estado declaró la responsabilidad y condenó a la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional a pagar a favor de los demandantes la indemnización correspondiente a los perjuicios materiales padecidos en la modalidad de lucro cesante, teniendo como prueba el Acta de la Junta Médico Laboral, documento mediante el cual se acreditaba que el conscripto había sufrido una disminución de la capacidad laboral.

En consecuencia, para la Sala, la Sección Tercera de manera uniforme, ha reconocido la indemnización de perjuicios materiales por concepto de lucro cesante, al encontrar que el daño sufrido por el conscripto produjo una pérdida determinada en su capacidad laboral y fue justo con el Acta de la Junta Médica Laboral que se demostró la ocurrencia de ese daño que tiene como consecuencia una limitación para desarrollar una actividad productiva distinta a la militar.

Además, esta Sección en asuntos similares al que ahora se examina ha considerado que el Acta de la Junta Médico Laboral tiene validez probatoria, pues desde antaño ha sostenido que el acta de la junta médico laboral, por medio de la cual la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional fija el porcentaje de disminución de la capacidad laboral, «tiene el valor suficiente para acreditar los perjuicios».

En ese orden, debe ponerse de presente que mediante sentencia de 15 de diciembre de 2015, con ponencia del magistrado ponente en este asunto, se afirmó lo siguiente:

“En efecto, en las sentencias de unificación de la Sección Tercera del Consejo de Estado de 28 de agosto de 2014, Exp. 31170, C.P. Enrique Gil Botero, Exp. 28832, M.P. Danilo Rojas Betancourth y Dra. Olga Mélida Valle de De La Hoz, expediente 199900326 (31.172), si bien se indicó que le corresponde al juez en cada caso realizar una adecuada valoración de los medios de prueba con los que se pretenda demostrar la intensidad de la lesión como parámetro para tasar la respectiva indemnización, lo cierto es que en cada caso, al momento de reconocer los perjuicios inmateriales, siempre se tomó como punto de referencia para el reconocimiento de las indemnizaciones, los porcentajes reconocidos por incapacidad contenidos en las actas de las juntas médico laborales, es decir, tal prueba tiene el valor suficiente para acreditar los perjuicios morales y daños a la salud porque de allí se deriva la gravedad de la lesión».

Por lo anterior, para este juez constitucional los defectos alegados se han configurado, pues la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado ha establecido que el reconocimiento de perjuicios materiales no es incompatible con la indemnización denominada a fort fait; de igual manera, el acta de la junta médico laboral de la Dirección de Sanidad del Ejército, tiene la aptitud de demostrar perjucios; motivos por los que, se amparará el debido proceso del señor JORGE ANDRÉS MANCO MANCO.” (Se resalta)

 Por consiguiente, el Tribuna demandado incurrió en defecto fáctico al desconocer las reglas establecidas por la Sección Tercera de esta Corporación y no darle al Acta antes mencionada la interpretación correspondiente, esto es, que la pérdida de la capacidad laboral determinada en dicho documento es un criterio que permite establecer que quien sufrió el daño no está en plenas condiciones para desempeñar cualquier tipo de actividad distinta a la militar, como si lo hubiera podido hacer antes de tener esa afectación.

En ese orden, se considera que la autoridad judicial demandada debe hacer el análisis correspondiente frente al reconocimiento de la indemnización por lucro cesante, máxime cuando en el acervo probatorio obra el Acta de la Junta Médica Laboral con la cual como ya se dijo se determina que el actor sufrió una incapacidad permanente que le produjo una disminución de la capacidad laboral del 10%.

Ahora bien, en cuanto a la inconformidad expuesta por el accionante en el sentido que el Tribunal demandado ordenó el reconocimiento por daño a la salud y daño moral en 11 SMLMV por cada concepto, y en su sentir esa es una suma inferior a lo que le correspondía que eran 20 SMLMV, de acuerdo con las tablas de indemnización fijadas en la sentencia de unificación de la Sección Tercera del Consejo de Estado de 28 de agosto de 2014, relacionada con esos perjuicios inmateriales, la Sala considera lo siguiente:

Las tablas de indemnización a las que se refiere el accionante son las siguientes:
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SMLMV SMLMV SMLMV SMLMV SMLMV

Igual o superior al 50% 100 50 35 25 15

Igual o superior al 40% e inferior al 

50% 80 40 28 20 12

Igual o superior al 30% e inferior al 

40% 60 30 21 15 9

Igual o superior al 20% e inferior al 

30% 40 20 14 10 6

Igual o superior al 10% e inferior al 

20% 20 10 7 5 3

Igual o superior al 1% e inferior al 10% 10 5 3,5 2,5 1,5

GRAFICO No. 2

REPARACION DEL DAÑO MORAL EN CASO DE LESIONES


	REPARACIÓN DEL DAÑO A LA SALUD

REGLA GENERAL

	Gravedad de la lesión
	Víctima directa

	
	S.M.L.M.V

	Igual o superior al 50%
	100

	Igual o superior al 40% e inferior al 50%
	80

	Igual o superior al 30% e inferior al 40%
	60

	Igual o superior al 20% e inferior al 30%
	40

	Igual o superior al 10% e inferior al 20
	20

	Igual o superior al 1% e inferior al 10%
	10


Ahora bien, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera – Subsección “A” respecto a la aplicación de los parámetros fijados en las sentencias de unificación de 28 de agosto de 2014,  en la sentencia objeto de tutela consideró:

“g) En ese orden de ideas, en el caso concreto le es dable al Juez, con estos supuestos de demostración de los perjuicios morales, aplicar la sentencia de unificación, según la tabla y los criterios indicados anteriormente, de lo cual se desprende:

	Gravedad de la lesión: igual o superior al 10% e inferior al 20%

	Reparación daño moral en lesión, nivel 1-víctima directa: 20 SMLMV


h) De manera que la reparación de la lesión dependerá de las circunstancias fácticas probadas, en donde se podrá, siempre que se maneje dentro de los parámetros establecidos por la sentencia de unificación, reconocer entre más de 10 SMLMV y hasta 20 SMLMV, subsumiendo en los rangos, la gravedad de la lesión en “igual o superior al 10% e inferior al 20%.”

En el mismo sentido dijo: 

“De acuerdo a la misma sentencia de unificación del Consejo de Estado, el juez debe valorar en cada caso concreto la gravedad y secuelas de la lesión. Al respecto, esta sala ha considerado en forma mayoritaria, que la indemnización por el 10,1% de pérdida de capacidad laboral respecto de otra con el 19,9%, no corresponde necesariamente a 20 salarios mínimos (nivel 1), pues es la verificación concreta del juez sobre dicha gravedad lo que determina el monto indemnizatorio. 

Por lo anterior, el rango de salarios mínimos a reconocer según la gravedad de la lesión, debe fijarse de manera proporcional a la disminución de la capacidad laboral.

Así, entre el rango más inferior (igual o superior al 1% e inferior al 10%) y el siguiente (igual o superior al 10% e inferior al 20%) la equivalencia es de 1 a 1, pues el número de salarios mínimos se fija en 10 smlmv para el primer rango y 20 para el segundo. Sin embargo, a partir del siguiente rango (igual o superior al 20% e inferior al 30%) la relación no es de uno a otro.

[…]” 
Para esta Sala la interpretación realizada por la autoridad judicial demandada no incurrió en desconocimiento del precedente judicial toda vez que aplicó una regla de proporcionalidad que no es arbitraria ni irracional frente al porcentaje de la lesión que sufrió el accionante,  pues se hizo de acuerdo con los parámetros establecidos en las sentencias de unificación de la Sección Tercera de 28 de agosto de 2014, esto es, se valoró la gravedad y las secuelas de las lesión y con fundamento en ello se determinó el monto indemnizatorio, el cual se fijó de manera proporcional a la disminución de la capacidad laboral.  

En consecuencia, para la Sala, la autoridad judicial demandada hizo un análisis coherente y razonable para llegar a la decisión adoptada, por los aspectos antes analizados, sin obrar de manera grosera, arbitraria o caprichosa, por lo que no se encuentra alguna razón determinante para que el accionante sostenga que el reconocimiento por los mencionados perjuicios fue indebidamente ordenado, pues ello se realizó teniendo en cuenta las tablas de indemnización establecidas por la Sección Tercera de esta Corporación, por lo que se negará el cargo aquí examinado. 

2.8. Conclusión

Al encontrar que se desconoció el precedente en materia de reconocimiento y liquidación de los perjuicios materiales sufridos por conscriptos y por la indebida valoración del contenido del Acta de Junta Médico Laboral núm. 64.433 de 12 de noviembre de 2013, la Sala concluye que la sentencia proferida el 26 de julio de 2018 por la Subsección “A” de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, incurrió en los defectos de desconocimiento del precedente y fáctico y se negarán las demás pretensiones de la demanda.

Así las cosas, la Sala concederá el amparo solicitado, dejará sin efecto la sentencia de 26 de julio de 2018, proferida por la Subsección “A” de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en el marco del proceso de reparación directa radicado con el núm. 11001-33-36-031-2015-00553 01, promovido por el señor Daniel Mauricio Fernández Ortiz en contra de la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional, y se ordenará dictar una nueva providencia que tenga en cuenta el precedente jurisprudencial fijado por la Sección Tercera del Consejo de Estado sobre el valor probatorio del Acta de la Junta Médica Laboral para efectos del reconocimiento de los perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante ocasionados a conscriptos en servicio, por causa y en razón del mismo, y en el análisis integral, del Acta de Junta Médica Laboral núm. 64.433 de 12 de noviembre  de 2013.
3. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sección Quinta del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA:

PRIMERO: AMPARAR el derecho al debido proceso del señor DANIEL MAURICIO FERNANDEZ ORTIZ, de conformidad con la parte motiva de esta sentencia y en consecuencia, DEJAR SIN EFECTO la sentencia proferida el 26 de julio de 2018, por la Subsección “A” de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca. 
SEGUNDO: ORDENAR a la Subsección “A” de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca que dentro de los treinta (30) días siguientes a la notificación de esta providencia, profiera una nueva sentencia de segunda instancia que tenga en cuenta el precedente judicial fijado por la Sección Tercera del Consejo de Estado sobre el valor probatorio del Acta de la Junta Médica Laboral para efectos del reconocimiento de los perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante irrogados a conscriptos en el servicio, por causa y en razón del mismo, y el análisis integral, de conformidad con las reglas de experiencia y la sana crítica, del Acta de Junta Médica Laboral núm. 64.433 de 12 de noviembre de 2013.
TERCERO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda.

CUARTO: NOTIFICAR a las partes e intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
QUINTO: Si no fuese impugnado este fallo, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión al día siguiente de la ejecutoria (art. 31 del Decreto 2591 de 1991).
Esta providencia fue estudiada y aprobada por la Sala en sesión de la fecha.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

ROCÍO ARAÚJO OÑATE
Presidente

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Consejero

ALBERTO YEPES BARREIRO
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GRAFICO No. 2

REPARACION DEL DAÑO MORAL EN CASO DE LESIONES

Consejero
� Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia de 28 de septiembre de 2017, Expediente: 11001-03-15-000-2017-01947-00, actor: Jhon Fredy Moreno Barragán. C.P. Gabriel Valbuena Hernández. Consejo de Estado, Sección Primera, sentencia de 15 de febrero de 2018, Expediente: 11001-03-15-000-2017-01920-00, actor: Leonardo Fabio Rodríguez Bohórquez. C.P. Oswaldo Giraldo López. Consejo de Estado, Sección Quinta, sentencia de 14 de junio de 2018, Expediente de Tutela: 11001-03-15-000-2018-01318-00, actor: Jorge Andrés Manco Manco, C.P: Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez. 


� Expediente núm. 50001-23-31-000-2000-20274-01 (36.0709), actor: Álvaro Enrique Castro Ramírez y otros, demandado: Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, C.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz.


� Expediente núm. 76001-23-31-000-2008-00170-01 (40727) actor: Gladys Castillo Tibanta y Otros, C.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz.


� Expediente núm. 08001-23-31-000-1996-00104-01; actor: Luis Alberto Aguilar y Otros, demandado: Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, C.P. Danilo Rojas Betancourt.


� Expediente núm. 76001-23-31-000-2000-02656-01, actor: Boris Roberto Klinger y Otros, demandado: Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional, C.P. Hernán Andrade Rincón.


� Expediente núm. 20001-23-31-000-2001-01388-01 (30132), actor: Luis Carlos Vellojin Bermúdez, C.P. Stella Conto Díaz del Castillo.


� Expediente núm. 05001-23-31-000-1999-02915-01 (29259) actor: Heider Duban Pérez Foronda y Otros, C.P. Stella Conto Díaz del Castillo.


� Expediente núm. 18001-23-31-000-1995-05743-01 (15793), actor: Wilson Guzmán Bocanegra y Otros, demandado: Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, C.P. Myriam Guerrero de Escobar.


� Sobre el particular, el Consejero Ponente mantuvo una tesis diferente sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial que se puede consultar en los salvamentos y aclaraciones de voto que se hicieron en todas las acciones de tutela que conoció la Sección. Ver, por ejemplo, salvamento a la sentencia Consejera Ponente: Dra. Susana Buitrago Valencia. Radicación: 11001031500020110054601. Accionante: Oscar Enrique Forero Nontien. Accionado: Consejo de Estado, Sección Segunda, y otro. 


� Sala Plena. Consejo de Estado. Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. ACCIÓN DE TUTELA - Importancia jurídica. Actora: NERY GERMANIA ÁLVAREZ BELLO. Consejera Ponente: María Elizabeth García González. 


� El recuento de esos criterios se encuentra en las páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñada. 


� Se dijo en la mencionada sentencia: “DECLÁRASE la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, de conformidad con lo expuesto a folios 2 a 50 de esta providencia.


� Sala Plena. Consejo de Estado. Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. ACCIÓN DE TUTELA - Importancia jurídica. Actora: NERY GERMANIA ÁLVAREZ BELLO. Consejera Ponente: María Elizabeth García González.


� CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 5 de agosto de 2014, Ref. 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). Acción de tutela-Importancia jurídica. Actor: Alpina Productos Alimenticios. Consejero Ponente: Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� Entre otras en las sentencias T-949 del 16 de octubre de 2003; T-774 del 13 de agosto de 2004 y C-590 de 2005.


� Consejo de Estado, Sección Quinta. Consejera Ponente: Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez. Rad. No. 11001-03-15-000-2015-01471-01. Accionante: Jaime Rodríguez Forero. Accionado: Consejo de Estado – Sección Segunda – Subsección “A”.


�  Consejo de Estado, Sección Quinta. Consejera Ponente: Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez. Rad. No. 11001-03-15-000-2015-01471-01. Accionante: Jaime Rodríguez Forero. Accionado: Consejo de Estado – Sección Segunda – Subsección “A”.





�CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-631 de 2012. En este fallo expresamente se indica que: “Esta interpretación, cuando es realizada por autoridades investidas de facultades constitucionales de unificación de jurisprudencia, como sucede con las altas cortes de justicia, adquiere carácter vinculante”


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-335 de 2008. 


� Expediente núm. 50001-23-31-000-2000-20274-01 (36.0709), actor: Álvaro Enrique Castro Ramírez y otros, demandado: Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, C.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz.


� Expediente núm. 76001-23-31-000-2008-00170-01 (40727) actor: Gladys Castillo Tibanta y Otros, C.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz.


� Expediente núm. 08001-23-31-000-1996-00104-01; actor: Luis Alberto Aguilar y Otros, demandado: Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, C.P. Danilo Rojas Betancourt.


� Expediente núm. 76001-23-31-000-2000-02656-01, actor: Boris Roberto Klinger y Otros, demandado: Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional, C.P. Hernán Andrade Rincón.


� Expediente núm. 20001-23-31-000-2001-01388-01 (30132), actor: Luis Carlos Vellojin Bermúdez, C.P. Stella Conto Díaz del Castillo.


� Expediente núm. 05001-23-31-000-1999-02915-01 (29259) actor: Heider Duban Pérez Foronda y Otros, C.P. Stella Conto Díaz del Castillo.


� Expediente núm. 18001-23-31-000-1995-05743-01 (15793), actor: Wilson Guzmán Bocanegra y Otros, demandado: Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, C.P. Myriam Guerrero de Escobar.


� Consejo de Estado, Sección Quinta, sentencia de tutela proferida el 14 de junio de 2018, Expediente: 11001-03-15-000-2018-01318-00, Actor: Jorge Andrés Manco Manco, Demandado: Tribunal Administrativo de Santander – Sección Tercera – Subsección “A”.


� Resaltados son el texto original.





